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Consejo de Derechos Humanos 
Grupo de Trabajo sobre las Desapariciones  
Forzadas o Involuntarias 

  Observación general sobre los niños y las desapariciones 
forzadas, aprobada por el Grupo de Trabajo sobre las 
Desapariciones Forzadas o Involuntarias en su 98º período  
de sesiones (31 de octubre a 9 de noviembre de 2012) 

  Preámbulo 

 La desaparición forzada de un niño constituye una exacerbación de la vulneración de 
los múltiples derechos protegidos por la Declaración sobre la protección de todas las personas 
contra las desapariciones forzadas y una forma extrema de violencia contra los niños1. 

 La falta de madurez física y mental de los niños, así como su dependencia con 
respecto a los adultos, los coloca en una situación de especial vulnerabilidad. En 
consecuencia, es necesario comprender y subrayar debidamente la naturaleza específica de 
las violaciones de derechos y las obligaciones específicas de los Estados en el caso de los 
niños que sean víctimas de desaparición forzada. 

 El Grupo de Trabajo reconoce que hay que dar una protección especial a los niños, 
así como la relevancia de los instrumentos pertinentes que abordan específicamente la 
violencia contra los niños. Entre esos instrumentos figuran la Convención sobre los 
Derechos del Niño y sus tres Protocolos facultativos, relativos a la participación de niños en 
los conflictos armados, a la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de niños 
en la pornografía, y a un procedimiento de comunicaciones. 

 El Grupo de Trabajo ha seguido de cerca el desarrollo del derecho internacional de 
los derechos humanos en esta materia, tal como se refleja en la Convención Internacional 
para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas (a la que en 
adelante se denominará, en el presente documento, la "Convención Internacional"). 

 El Grupo de Trabajo también recuerda la resolución 7/12 del Consejo de Derechos 
Humanos, en la que el Consejo pidió al Grupo de Trabajo que prestase particular atención a 
los casos de desaparición forzada de niños. 

 Basándose en lo que antecede, el Grupo de Trabajo ha decidido aprobar la siguiente 
observación general. 

  
 1 Véase el estudio de las Naciones Unidas sobre la violencia contra los niños (A/61/299, 29 de agosto 

de 2006). 
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  Observación general 

  Los niños como víctimas de desapariciones forzadas 

1. El artículo 1 de la Declaración señala que toda desaparición forzada "causa graves 
sufrimientos" a la víctima y "a su familia". El Grupo de Trabajo reconoce que los niños 
víctimas de desapariciones forzadas sufren un daño particularmente grave en esas 
situaciones. 

2. Basándose en su experiencia, el Grupo de Trabajo reconoce tres situaciones 
particulares en las que los niños se convierten en víctimas de desaparición forzada. La 
primera es la de los propios niños que son objeto de desaparición forzada, tal como se 
define en la Declaración. Una segunda situación particular se da cuando los niños nacen 
durante el cautiverio de su madre, sometida a desaparición forzada. En este caso, los niños 
nacen en centros secretos de detención y, en la mayoría de los casos, se suprimen o alteran 
documentos que atestiguan su verdadera identidad. Finalmente, los niños son víctimas por 
el hecho de que su madre, su padre, su tutor legal u otro familiar han sido objeto de 
desaparición forzada. La desaparición forzada crea una red de víctimas que se extiende más 
allá de las personas directamente sometidas a esa violación de los derechos humanos. 

3. Además de esas tres situaciones de desaparición forzada, el Grupo de Trabajo es 
consciente de otras situaciones en las cuales los niños pueden ser víctimas de desaparición 
forzada. En ciertas circunstancias se puede considerar como una desaparición forzada la 
situación en que hay agentes del Estado que, directa o indirectamente, están involucrados 
con organizaciones criminales en el rapto o secuestro de niños inmigrantes o en la trata de 
niños, en particular a los efectos del trabajo infantil, de la explotación sexual o de la 
transferencia de órganos del niño, o apoyan a esas organizaciones, o consienten sus 
actividades. Los niños que viven y/o trabajan en la calle y los niños internados en 
instituciones dedicadas al cuidado de los niños también pueden estar en una situación 
especialmente vulnerable y podrían convertirse en víctimas de desaparición forzada. El 
reclutamiento forzoso de niños soldados también los coloca en una situación potencial de 
desaparición forzada, especialmente cuando son reclutados por grupos armados distintos de 
las fuerzas armadas regulares de un Estado pero que actúan con el apoyo, el consentimiento 
o la aquiescencia del Estado. 

4. Teniendo en cuenta que la desaparición forzada es un delito permanente, sus efectos 
específicos sobre un niño pueden continuar incluso después de que el niño llegue a la 
mayoría de edad. Por lo tanto, las obligaciones estatales que surgieron cuando el niño tenía 
menos de 18 años continuarán siempre que no se cumplan plenamente. 

5. Los conflictos armados hacen que aumente la vulnerabilidad de los niños, ponen en 
peligro su supervivencia y su desarrollo y hacen que aumente su riesgo de marginación, de 
maltrato, de explotación y, en particular, de ser víctimas de desaparición forzada. Además, 
en el caso específico de los niños separados de sus padres o de sus familiares en el contexto 
de los conflictos armados, su apropiación, con diferentes objetivos, se considera a menudo 
como una consecuencia normal del conflicto armado o, en todo caso, como inherente a él. 
Si se trata a los niños como objetos susceptibles de apropiación, se vulneran su dignidad y 
su integridad personal, y el Estado debe garantizar su protección y su supervivencia, así 
como dar prioridad a las medidas destinadas a promover la reunificación familiar. En 
consecuencia, los Estados deben adoptar las medidas adecuadas para prevenir las 
desapariciones forzadas de niños o de sus padres en tiempos de conflicto armado, y deben 
tomar las medidas apropiadas para ayudar a los padres que buscan a niños desaparecidos 
durante el conflicto armado o a los niños que buscan a sus padres desaparecidos durante el 
conflicto armado. 
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  Vulneración de múltiples derechos 

6. La desaparición forzada de niños representa en sí misma un incumplimiento de la 
obligación de los Estados de prevenir transgresiones y del deber de respetar y garantizar 
múltiples derechos humanos. El Grupo de Trabajo entiende que la desaparición forzada de 
niños y su separación de sus padres o de sus familiares lesiona de forma particularmente 
grave la integridad mental, física y moral de los niños. En todas las circunstancias, los niños 
víctimas de desapariciones forzadas o los allegados de una persona desaparecida 
experimentan sentimientos de pérdida, abandono, miedo intenso, incertidumbre, angustia y 
dolor, todo lo cual podría variar o intensificarse en función de la edad y de las 
circunstancias específicas del niño. El Grupo de Trabajo considera que el hecho de que se 
separe a niños de sus familias surte efectos específicos y especialmente graves sobre su 
integridad personal que tienen repercusiones duraderas y causan gran daño físico y mental. 

7. En el caso de las desapariciones forzadas de progenitores, se ven afectados muchos 
de los derechos del niño, en particular sus derechos económicos, sociales y culturales. En 
muchas ocasiones, los niños no pueden ejercer sus derechos a causa de la inseguridad 
jurídica creada por la ausencia del progenitor desaparecido. Esa incertidumbre tiene muchas 
consecuencias jurídicas, como sus efectos sobre el derecho a la identidad, la tutela de los 
hijos menores de edad, el derecho a prestaciones sociales y la gestión de los bienes de la 
persona desaparecida. En esas circunstancias, los niños tropiezan con muchos obstáculos 
para el disfrute de sus derechos, en particular su derecho a la educación, a la salud, a la 
seguridad social y a la propiedad. Cierto número de niños que son parientes de las personas 
desaparecidas están también estigmatizados por su relación con una persona a la que se 
considera "subversiva" o "terrorista". Las represalias y la estigmatización social son 
particularmente graves dada la situación especial de los niños, al tiempo que hacen que 
aumente su trauma psicológico y emocional. Los Estados han de adoptar medidas eficaces 
para luchar contra la estigmatización social de los niños y garantizar su protección efectiva 
contra toda discriminación o castigo por causa de la condición, de las actividades o de las 
creencias de sus padres, tutores o familiares2. 

8. El Grupo de Trabajo considera que los Estados, para hacer frente al problema de las 
desapariciones forzadas, deben abordar los retos y las necesidades con que se enfrentan las 
niñas, los niños y los adolescentes, los niños refugiados y desplazados internos, los niños 
reclutados por las fuerzas armadas o por grupos armados, los niños de diferentes religiones 
y diferentes orígenes étnicos y raciales y los niños con discapacidad. Todo enfoque que 
tenga en cuenta las diferencias entre los géneros debe centrarse en la protección de los 
derechos de las niñas y atender sus necesidades particulares. 

  Las desapariciones forzadas de niños como delito grave 

9. El artículo 4 de la Declaración dispone que la desaparición forzada será considerada 
como delito punible por la legislación penal con sanciones que tengan en cuenta la extrema 
gravedad y todas las características de este delito. Los Estados han de considerar como 
factor agravante el hecho de que la persona desaparecida sea un niño, teniendo en cuenta 
que las desapariciones forzadas de niños son una forma extrema de violencia contra los 
niños3. Además, en el artículo 20, párrafo 3, de la Declaración se añade que "[l]a 
apropiación de niños de padres víctimas de desaparición forzada o de niños nacidos durante 

  
 2 Artículo 2, párrafo 2, de la Convención sobre los Derechos del Niño. 
 3 El artículo 7, párrafo 2 b), de la Convención Internacional dispone que los Estados partes podrán 

establecer, "[s]in perjuicio de otros procedimientos penales, circunstancias agravantes, especialmente 
en caso de deceso de la persona desaparecida, o para quienes sean culpables de la desaparición 
forzada de mujeres embarazadas, menores, personas con discapacidades u otras personas 
particularmente vulnerables". 
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el cautiverio de una madre víctima de una desaparición forzada, así como la falsificación o 
supresión de documentos que atestigüen su verdadera identidad, constituyen delitos de 
naturaleza sumamente grave que deberán ser castigados como tales"4. 

10. En algunos casos puede ser procedente admitir circunstancias atenuantes, dada la 
urgencia particular de resolver los casos de desaparición forzada en que hay niños víctimas. 
Sin embargo, esas circunstancias solamente pueden admitirse como último recurso y solo 
para las personas que han tomado parte activa en los trabajos para encontrar al niño 
desaparecido o a su padre o madre con vida. Sin embargo, las sanciones penales no pueden 
eliminarse por completo, como lo dispone el artículo 18 de la Declaración. 

  Obligación de prevenir 

11. La desaparición forzada de niños es una forma extrema de violencia y no es 
justificable en ninguna circunstancia. Todas las formas de desaparición forzada de niños 
son susceptibles de prevención. Por consiguiente, los Estados deben mejorar sus 
disposiciones legislativas, administrativas, sociales y educacionales para evitar que los 
niños sean víctimas de desaparición forzada. 

12. En todas las políticas estatales, incluyendo una estrategia integral para prevenir las 
desapariciones forzadas de niños y responder a ellas, se debe reconocer a los niños como 
titulares de derechos y no como objetos de protección, siguiendo los principios rectores de 
la Convención sobre los Derechos del Niño: la no discriminación; el interés superior del 
niño; el derecho a la vida, a la supervivencia y al desarrollo, y la participación del niño5. 
Debe ser obligatorio prestar una asistencia profesional, adecuada y efectiva a todo niño que 
haya sido víctima de desaparición forzada. Esa estrategia y esa política nacionales deben 
integrarse en el proceso de planificación nacional, coordinado por una entidad de alto nivel 
que desempeñe una función rectora en esa esfera, que disponga de suficientes recursos 
humanos y financieros y que sea objeto de una evaluación efectiva. Además, como parte 
integrante de esa amplia estrategia de protección de los niños contra las desapariciones 
forzadas, se debe establecer un sólido marco legal de conformidad con las normas 
internacionales en materia de derechos del niño y respetando el interés superior del niño, 
para prohibir y prevenir todas las formas de desaparición forzada de niños y para responder 
a ellas. 

  Privación de la libertad 

13. Los artículos 10 a 12 de la Declaración disponen que el cumplimiento estricto de las 
normas internacionales sobre la detención de niños es esencial para prevenir las 
desapariciones forzadas. El interés superior del niño debe ser una consideración primordial 
a la que se atenderá en todas las actividades concernientes a los niños que estén en contacto 
con el sistema de justicia penal, en particular los que se encuentren privados de libertad6. 
En el caso de un niño en conflicto con la ley, ese principio exige que la decisión o la 
sentencia sean individualizadas, teniendo en cuenta no solo la gravedad del delito sino 
también la edad del niño, su madurez y todas las demás circunstancias pertinentes. Las 
decisiones deben centrarse más en la rehabilitación que en el castigo. La privación de 
libertad de los niños no debe ser más que un último recurso y limitarse al período de tiempo 
más breve posible. Con el fin de reducir la posibilidad de una desaparición forzada, los 

  
 4 El artículo 25, párrafo 1, de la Convención Internacional dispone que los Estados partes tomarán 

medidas "para prevenir y sancionar penalmente: a) La apropiación de niños sometidos a desaparición 
forzada, o de niños cuyo padre, madre o representante legal son sometidos a una desaparición forzada, 
o de niños nacidos durante el cautiverio de su madre sometida a una desaparición forzada". 

 5 Convención sobre los Derechos del Niño, arts. 2, 3, 6 y 12. 
 6 Ibid., art. 3. 
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Estados deben velar por que el niño tenga pronto acceso a asistencia jurídica y de otra 
índole7, se beneficie de medidas sustitutivas de la privación de libertad y se le reúna con su 
familia. Todo niño privado de libertad debe tener derecho a impugnar la legalidad de la 
privación de su libertad ante un tribunal u otra autoridad competente, independiente e 
imparcial8. Se debe promover la participación de los padres y de la familia, y se debe 
proporcionar sin demora información exacta sobre la detención de los niños y sobre el lugar 
o los lugares en que se encuentren detenidos, y en particular sobre sus traslados, a los 
miembros de su familia, a su abogado o a cualquier otra persona que tenga un interés 
legítimo en esa información. Además, el Estado debe tener en cuenta las necesidades 
específicas del niño y velar por su derecho a mantener contacto con su familia por 
correspondencia y mediante visitas9. Esta privación puede limitarse por medio de un 
sistema eficaz de inspección. En consonancia con las normas internacionales, los Estados 
están obligados a establecer un sistema regular e independiente de inspección de las 
instalaciones en las que están detenidos los niños10. 

14. Los Estados deben velar por que todo niño privado de libertad sea mantenido en un 
lugar de detención oficialmente reconocido, esté separado de los adultos y sea presentado 
sin demora ante una autoridad judicial luego de ser detenido11. En todo lugar de detención 
deberá haber un registro oficial actualizado de todos los niños privados de libertad. 
Además, cada Estado tomará medidas para mantener registros centralizados análogos, pero 
separados, de los niños detenidos12. La información contenida en esos registros deberá 
ponerse a la disposición de sus familiares, de su abogado o de cualquier otra persona que 
tenga un interés legítimo en conocer esa información, a menos que ello redunde en 
detrimento del bienestar del niño13, así como de cualquier autoridad judicial u otra 
autoridad nacional competente e independiente y de cualquier otra autoridad competente 
que trate de determinar el paradero de la persona detenida. 

15. Para prevenir las desapariciones forzadas de niños nacidos en cautiverio, los Estados 
deben, conforme al derecho internacional, adoptar medidas especiales para la protección de 
las mujeres embarazadas que se encuentren detenidas. Los Estados también deben poner de 
relieve los registros oficiales de personas detenidas, a fin de vigilar debidamente los casos 
de mujeres embarazadas detenidas. Los Estados deben garantizar los derechos de los niños 
nacidos en esas circunstancias e inscribir inmediatamente su nacimiento14. 

  Derecho a la identidad y al reconocimiento como persona jurídica 

16. La experiencia del Grupo de Trabajo demuestra que, en el caso de muchos de los 
niños desaparecidos, su inscripción se hizo con información falsa o se habían alterado sus 
datos personales. Esto tiene dos tipos de efectos: por una parte, a los niños robados les 
resulta imposible encontrar a su familia y conocer su identidad biológica y, en algunos 

  
 7 Ibid., art. 37, apartado d). 
 8 Ibid., art. 37, apartado d), y Declaración, art. 10. 
 9 Véanse, entre otros, los artículos 37 y 40 de la Convención sobre los Derechos del Niño. 
 10 La regla 72 de las Reglas de las Naciones Unidas para la protección de los menores privados de 

libertad dispone que "[l]os inspectores calificados o una autoridad debidamente constituida de nivel 
equivalente que no pertenezca a la administración del centro deberán estar facultados para efectuar 
visitas periódicas, y [para] hacerlas sin previo aviso, por iniciativa propia, y [...] gozar de plenas 
garantías de independencia en el ejercicio de esta función". 

 11 Declaración, art. 10, párr. 1. 
 12 Declaración, art. 10, párrs. 2 y 3. 
 13 Convención sobre los Derechos del Niño, art. 9, párr. 4. 
 14 Véanse el informe y las recomendaciones del Comité de los Derechos del Niño tras el día de debate 

general sobre "Los hijos de padres encarcelados", párr. 13, disponible en: http://www2.ohchr.org/ 
english/bodies/crc/docs/discussion/2011CRCDGDReport.pdf. 
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casos, su nacionalidad; por otra parte, la familia de origen no puede ejercer recursos legales 
para restablecer la identidad biológica del niño y los lazos familiares con él y para acabar 
con la privación de la libertad. Esa situación solo cesa cuando se descubre la verdad sobre 
la identidad y se garantiza a los niños víctimas la posibilidad legal y real de restablecer su 
verdadera identidad y, en su caso, los lazos familiares, con las consecuencias legales 
pertinentes. 

17. El derecho a la identidad no se menciona expresamente en la Declaración; en 
cambio, la Convención sobre los Derechos del Niño, en sus artículos 7 y 8, reconoce 
expresamente ese derecho y en particular el derecho a preservar y restablecer la identidad 
del niño. El derecho a la identidad abarca varios elementos, entre ellos la nacionalidad, el 
nombre y las relaciones familiares, y está íntimamente relacionado con el niño en su 
individualidad específica y en su vida privada. Este derecho tiene especial importancia 
durante la infancia, ya que es esencial para el desarrollo de la persona. En el caso de las 
desapariciones forzadas de niños, la violación del derecho a la identidad tiene efectos 
particulares, ya que tiende a incluir una serie de actos ilegales destinados a ocultarlas y a 
impedir que se restablezcan los lazos entre los niños desaparecidos y sus familias. 

18. Como ya ha indicado el Grupo de Trabajo en su observación general sobre la 
cuestión, el derecho a ser reconocido como persona jurídica resulta también vulnerado en el 
caso de los niños que nacieron durante la desaparición forzada de sus madres y que después 
fueron adoptados ilegalmente. En la medida en que su identidad biológica no está 
protegida, su misma personalidad no está reconocida por la ley. 

  Adopción y custodia 

19. Con el fin de prevenir las desapariciones forzadas, los Estados tienen que actuar con 
la debida diligencia en todos los casos de adopción. Conforme al artículo 20, párrafo 2, de 
la Declaración, los Estados deben adoptar procedimientos legales para el "examen [...] de 
toda adopción que tenga origen en una desaparición forzada". Las desapariciones forzadas 
de niños se descubren con frecuencia al determinar el origen de adopciones ilegales. 
Pueden surgir irregularidades tales como la falsificación de certificados de nacimiento y de 
la identidad del niño. Mediante una mayor concienciación, el mejoramiento de la 
capacitación y la adopción de medidas y procedimientos más estrictos en el registro civil, se 
puede efectivamente contribuir a prevenir la falsificación de la verdadera identidad de los 
niños recién nacidos o desaparecidos. El registro de nacimiento confiere a los niños una 
identidad legal y contribuye a la aplicación de la legislación sobre la edad mínima. De esa 
manera, protege a los niños contra la trata con fines de trabajo infantil y contra el 
reclutamiento forzoso en las fuerzas armadas, dos situaciones que podrían llevar a 
desapariciones forzadas. También ayuda a localizar a los niños que han sido separados de 
sus padres. 

20. La Convención sobre los Derechos del Niño obliga a los Estados a velar por que la 
adopción del niño solo sea autorizada por las autoridades competentes15. Esas autoridades 
deben determinar, sobre la base de toda la información pertinente y fidedigna, que la 
adopción es admisible en vista de la situación del niño en relación con sus padres, parientes 

  
 15 Véase el artículo 21, apartado a), de la Convención. Además, el artículo 3, párrafo 5, del Protocolo 

facultativo de la Convención relativo a la venta de niños dispone que los Estados partes adoptarán 
todas las disposiciones legales y administrativas pertinentes para que todas las personas que 
intervengan en la adopción de un niño actúen de conformidad con los instrumentos jurídicos 
internacionales aplicables. Además, entre los delitos que los Estados partes en ese Protocolo deben 
incluir plenamente en su legislación penal, se cometan en el país o en el plano transnacional y se 
perpetren de manera individual u organizada, figura el "[i]nducir indebidamente, en calidad de 
intermediario, a alguien a que preste su consentimiento para la adopción de un niño en violación de 
los instrumentos jurídicos internacionales aplicables en materia de adopción" (art. 3, párr. 1) a) ii)). 
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y representantes legales y que, si es necesario, las personas interesadas han dado con 
conocimiento de causa su consentimiento a la adopción sobre la base del asesoramiento que 
pueda ser necesario. Además, la Declaración, "[h]abida cuenta de la necesidad de preservar 
el interés superior de los niños", dispone en su artículo 20 que "deberá ser posible, en los 
Estados que reconocen el sistema de adopción, proceder al examen de la adopción de esos 
niños y, en particular, declarar la nulidad de toda adopción que tenga origen en una 
desaparición forzada". 

21. Todo niño tiene un derecho absoluto a protección y custodia cuando está separado 
de su familia. Si no se resuelven rápidamente las dificultades de custodia resultantes de la 
desaparición forzada de un niño o de sus padres o tutores, los niños pueden enfrentarse a 
problemas que van desde la falta de vivienda adecuada hasta la pérdida completa de su 
identidad legal. En cualquier decisión sobre la custodia se debe tener en cuenta el interés 
superior del niño, se debe proteger al niño contra la discriminación y se deben respetar las 
opiniones del niño al respecto, conforme al artículo 12 de la Convención sobre los 
Derechos del Niño. 

22. Según el artículo 20, párrafo 2, de la Declaración, los Estados deben, en la mayoría 
de los casos, declarar la nulidad de "toda adopción que tenga origen en una desaparición 
forzada". Sin embargo, teniendo en cuenta la evolución del derecho internacional de los 
derechos humanos en esta materia y en particular la necesidad de proteger los intereses 
superiores del niño, tal adopción debe seguir siendo válida si, en el momento del examen, 
consienten en ella los parientes biológicos más cercanos del niño. Para determinar si la 
anulación de una adopción responde al interés superior del niño, se deben combinar estos 
principios con los principios de la Convención sobre los Derechos del Niño. En el proceso 
de adopción de decisiones se deben tener debidamente en cuenta las opiniones de los niños, 
en función de la edad y de la madurez del niño. 

23. Además, como ya afirmó el Grupo de Trabajo en su comentario general sobre el 
derecho a la verdad en relación con las desapariciones forzadas, "[l]as familias de la 
persona desaparecida y del niño tienen un derecho absoluto a conocer la verdad sobre el 
paradero de este". 

  Derecho a la verdad y obligación de investigar 

24. Los Estados tienen que establecer unos mecanismos para determinar la verdad que 
estén adaptados a la sensibilidad del niño y que evalúen la forma en que los niños se han 
visto afectados por las desapariciones forzadas. Esos mecanismos deben tener un mandato 
con referencias claras a los niños víctimas de desapariciones forzadas, y deben disponer de 
recursos suficientes para disponer del personal especializado, de la metodología y de la 
estructura debidos. 

25. La Declaración, en su artículo 20, dispone que los Estados se esforzarán por buscar e 
identificar a los niños secuestrados de padres víctimas de una desaparición forzada y a los 
niños nacidos durante el cautiverio de sus madres víctimas de una desaparición forzada. El 
Grupo de Trabajo entiende que la obligación de buscar a los niños víctimas de 
desapariciones forzadas no se limita a las circunstancias mencionadas en el artículo 2016. 
Por el contrario, existe una mayor obligación de buscar a los niños en general. 
Reconociendo la especial urgencia de resolver los casos de desapariciones forzadas de 

  
 16 El artículo 25, párrafo 2, de la Convención Internacional dispone que "[l]os Estados partes adoptarán 

las medidas necesarias para buscar e identificar a los niños mencionados en el inciso a) del párrafo 1 
del presente artículo y restituirlos a sus familias de origen conforme a los procedimientos legales y a 
los acuerdos internacionales aplicables". Además, el artículo 25, párrafo 3, establece que "[l]os 
Estados Partes se prestarán asistencia mutua en la búsqueda, identificación y localización de los niños 
a los que hace referencia el inciso a) del párrafo 1 del presente artículo". 
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niños, los Estados deben crear instituciones, o adaptar las ya existentes, para buscar a los 
niños desaparecidos y cuidar de ellos cuando se los encuentre. Esas instituciones deben 
servir como intermediarios entre el Estado y la sociedad civil, haciendo realidad no solo el 
derecho de la víctima y de las familias a la verdad, sino también el derecho de la sociedad 
en su conjunto a la verdad. Esas instituciones deben realizar diversas actividades de 
investigación para determinar el paradero del niño o de sus padres o su tutor, y además 
deben trabajar en coordinación con un banco de datos genéticos, remitiendo los casos 
potenciales de desaparición forzada a ese banco para que efectúe pruebas de ADN. Esas 
entidades deben encargarse asimismo de los trabajos de documentación, manteniendo al día 
los documentos sobre las investigaciones y poniéndolos a disposición de las familias, de los 
abogados y de otras personas que tengan un interés legítimo en el niño, a menos que la 
divulgación de tal información redunde en detrimento del interés superior del niño. Esas 
instituciones deben también coadyuvar con las diferentes organizaciones no 
gubernamentales que tratan de determinar la verdad sobre la desaparición forzada de niños 
y de sus familias. Finalmente, esos organismos deben servir para instruir y formar a otros 
funcionarios del gobierno y de las instituciones sobre la importancia de los derechos a la 
identidad y a la verdad en lo que respecta a los niños, haciendo así que los diferentes 
agentes e instituciones estatales cobren mayor conciencia del grave delito consistente en la 
desaparición forzada de niños. Esas instituciones deben complementar la función de las 
autoridades competentes encargadas de las investigaciones penales, pero no sustituirla. 
Todas las búsquedas deben llevarse a cabo de manera prudente y adaptada a la sensibilidad 
del niño, teniendo en cuenta las diferencias entre los géneros, por profesionales capacitados. 

  Datos genéticos 

26. Los Estados deben crear un banco de datos genéticos o adaptar una institución 
similar para tomar muestras de ADN y de sangre, almacenar la información genética de las 
familias de los niños desaparecidos y realizar las pruebas de ADN pertinentes cuando sea 
necesario para determinar la verdadera identidad de un niño o para identificar sus restos 
mortales o los restos de sus familiares. 

27. El banco de datos genéticos debe también coordinar sus actividades con las del 
organismo responsable del proceso de búsqueda, recibiendo instrucciones de él para 
realizar pruebas de ADN y de la sangre de los niños que sean posibles víctimas de 
desapariciones forzadas. Como muchas veces esos delitos son de alcance transnacional, la 
entidad debe también coordinar sus trabajos con los de una red de bancos genéticos o de 
centros de pruebas de ADN, a fin de facilitar el proceso de investigación. En los procesos 
ante los tribunales, el personal encargado de la base de datos genéticos debe prestar 
testimonio y aportar informes periciales sobre las pruebas genéticas en casos particulares. 
Teniendo en cuenta la especial importancia de no suponer que el niño víctima está muerto, 
las bases de datos genéticos han de mantener y almacenar la información genética sobre los 
niños desaparecidos durante un plazo superior o igual a la esperanza de vida en ese país. 

28. En los procedimientos hay que establecer directrices especiales para las pruebas de 
ADN, teniendo en cuenta el interés superior del niño y ponderando debidamente las 
opiniones del niño, en función de su edad y de su madurez. Los padres o los tutores del 
niño deben estar presentes, a menos que las condiciones hagan que su presencia sea 
improcedente, como ejemplo en los casos en que esas personas sean los presuntos 
responsables de la desaparición forzada o en que el niño no desee que los padres estén 
presentes. En las pruebas que se hagan en cumplimiento de órdenes judiciales se deben 
tener particularmente en cuenta la privacidad y las opiniones del niño, en función de su 
edad y de su madurez. En el proceso de prueba propiamente dicho se deben seguir los 
métodos menos invasivos posible, con el fin de minimizar las intrusiones en la privacidad, 
tomando en consideración el género y la edad. 
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29. En el artículo 19 de la Convención Internacional para la protección de todas las 
personas contra las desapariciones forzadas se incluye una protección adicional, pues se 
dispone que "[l]as informaciones personales, inclusive los datos médicos o genéticos, que 
se recaben y/o transmitan en el marco de la búsqueda de una persona desaparecida no 
pueden ser utilizadas o reveladas con fines distintos de dicha búsqueda". 

  Recuperación, reintegración y reparación 

30. Las declaraciones de ausencia por desaparición forzada son especialmente 
importantes en los casos en que los niños se convierten en víctimas a causa de la 
desaparición de uno de sus padres o de ambos progenitores. Esas declaraciones permiten 
que los niños tengan acceso a las prestaciones sociales a las que tendrían derecho si 
hubiesen fallecido sus padres, sin que sea necesario declarar el fallecimiento de los 
progenitores y sin poner fin a la obligación del Estado de investigar la desaparición forzada. 
Para proteger debidamente el interés superior del niño, especialmente su desarrollo, no 
puede haber ningún obstáculo que disuada al niño o a sus padres de reivindicar 
prestaciones. 

31. La perturbación del desarrollo físico, emocional, moral, intelectual y social de los 
niños víctimas de desaparición forzada tiene consecuencias a largo plazo para ellos y para 
sus sociedades. Los Estados, aunque no pueden reparar plenamente las graves pérdidas no 
pecuniarias sufridas por los niños víctimas de desaparición forzada, están obligados a 
proporcionar una reparación integral a esos niños. En los casos en que se ha alterado la 
identidad de los niños víctimas de desaparición forzada, los Estados deben adoptar medidas 
para facilitar la posterior obtención de la debida documentación y la introducción de las 
correcciones necesarias en todos los registros pertinentes. 

32. La indemnización pecuniaria constituye una medida razonable para la reparación de 
tales daños. Para determinar la manera óptima de entregar esa indemnización, los Estados 
deben tener en cuenta la edad y la madurez del niño, y deben adoptar las disposiciones 
apropiadas para desembolsarla. En última instancia, el plazo que se establezca debe ser 
suficientemente razonable para que el niño tenga pleno acceso a la indemnización cuando 
alcance el grado de madurez que se fije, o el niño debe tener acceso a la indemnización por 
conducto de los progenitores o de un tutor. Si los padres o el tutor han sido víctimas de 
desaparición forzada, el funcionario responsable debe designar a un pariente o a otra 
persona para que actúe como administrador fiduciario del niño; esa persona tomará todas 
las decisiones de carácter pecuniario sobre la base del interés superior del niño hasta que 
este llegue a la mayoría de edad. Si el niño ha sido víctima de desaparición forzada, sus 
padres deben recibir una compensación pecuniaria. Los Estados deben asignar los fondos 
necesarios para poner en práctica un programa de reparaciones que aborde adecuadamente 
las necesidades y los problemas de los niños. 

33. El derecho de los niños a la educación se ve a menudo afectado por el daño causado 
por las desapariciones forzadas. Como medida de readaptación, los programas de 
reparación deben incluir el acceso de los niños víctimas de desaparición forzada a la 
educación. 

34. Se deben proporcionar cuidados psicológicos apropiados y completos a los niños 
víctimas de desaparición forzada, y se debe tener presente que la desintegración de las 
familias afecta profundamente a los niños. Los Estados tienen el deber de garantizar la 
recuperación física y psicológica y la integración social de los niños. La forma óptima de 
promover el bienestar del niño son las soluciones familiares y comunitarias encaminadas a 
restablecer la autoestima del niño y a mejorar sus relaciones con los adultos. Cuando tales 
cuidados psicológicos integrales han sido prestados por un tercero o han sido organizados 
por las propias víctimas, el Estado tiene la obligación de reembolsar a las víctimas todos los 
gastos. 
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35. Como el derecho a la verdad no es meramente un derecho individual, sino también 
un derecho colectivo, las soluciones deben incluir medidas destinadas a garantizar el 
reconocimiento público y el recuerdo de todas las desapariciones forzadas de niños. Se 
pueden incluir en los programas escolares las actividades de educación en derechos 
humanos que sean apropiadas en función de la edad del niño, así como actividades 
infantiles destinadas a preservar la memoria colectiva de las violaciones de los derechos 
humanos perpetradas contra los niños. Los Estados pueden también tomar medidas para 
recordar a los niños víctimas mediante la colocación de estatuas o de placas en los lugares 
visibles apropiados, entre ellos las escuelas y otros lugares frecuentados por niños. 

36. Los Estados deben establecer un sistema nacional de recopilación, análisis y 
difusión de datos, así como un programa de investigación sobre las causas, las 
consecuencias y la frecuencia de las desapariciones forzadas de niños. La desagregación de 
los datos por los factores pertinentes es una herramienta esencial para poner de relieve los 
problemas y las repercusiones desproporcionadas de las desapariciones forzadas de niños 
pertenecientes a determinados grupos que tradicionalmente son víctimas de discriminación 
o de marginación. 

  Investigación eficaz 

37. Los Estados deben prestar especial atención a la rápida resolución de los casos de 
niños víctimas de desaparición forzada. Reconociendo que la desaparición forzada es un 
delito permanente y una forma extrema de violencia contra los niños, y teniendo en cuenta 
las medidas especiales de protección que han de adoptarse en relación con los niños, los 
Estados tienen la obligación de realizar sin demora investigaciones completas a fin de 
determinar el paradero del niño o de sus padres o su tutor. A causa de la dependencia de los 
niños con respecto a los adultos, de los efectos de la separación de la familia, de la 
vulnerabilidad potencial de los niños y de las amenazas a su desarrollo y a su vida, los 
Estados deben investigar rápidamente los casos de niños víctimas de desaparición forzada. 
Los Estados han de investigar las desapariciones forzadas de niños de manera eficaz y 
rápida, de forma que esté concluida en un plazo de tiempo razonable, y velar por que las 
autoridades competentes realicen de oficio las investigaciones correspondientes y 
dispongan de la autorización y los recursos necesarios. Se deben dar las debidas garantías 
de protección y de seguridad a quienes participan en la investigación, entre ellos los 
familiares de la víctima, los testigos y el personal de la administración de justicia. Los 
Estados han de garantizar el pleno acceso y la capacidad de actuar de los familiares de las 
víctimas en todas las etapas de la investigación y del enjuiciamiento de los responsables. 
Esas investigaciones deben hacerse como una obligación del Estado, y no deben 
considerarse como una responsabilidad de la familia de la víctima. 

38. Además, el resultado de las investigaciones judiciales correspondientes debe ser 
públicamente accesible para que la sociedad en su conjunto conozca los hechos 
concernientes a las desapariciones forzadas de niños, en particular los responsables de ellas. 

  Derecho a denunciar los hechos 

39. En virtud del artículo 13 de la Declaración, las víctimas y sus defensores tienen 
derecho a denunciar los hechos ante la autoridad competente para que esta investigue 
debidamente cada caso, procese plenamente a los autores y lleve a cabo exhumaciones de 
cadáveres cuando sea procedente. El derecho a denunciar los hechos debe tratarse con 
delicadeza en el caso de los niños, ya que pueden estar menos dispuestos a manifestarse que 
los adultos o pueden no ser conscientes de los recursos disponibles. Los Estados deben 
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facilitar las denuncias adoptando medidas que tengan en cuenta la edad del niño, su género 
y su madurez y que fomenten un entorno de seguridad para el niño17. 

40. En su artículo 13, párrafo 3, la Declaración exige que se proteja contra la 
intimidación o las represalias a los denunciantes y a todos los demás participantes en una 
investigación. Los Estados deben velar por que los niños y sus familiares sean protegidos y 
reciban un trato respetuoso mientras se trata de determinar el paradero y la suerte de un 
niño desaparecido o de un miembro de su familia. Dada la importancia de proteger el 
interés superior del niño y de asegurar su supervivencia y su desarrollo, los Estados han de 
eliminar los obstáculos que disuaden a los padres, a los familiares y a los propios niños de 
denunciar los casos de desaparición forzada. 

  Participación de los niños 

41. Los Estados deben promover activamente y alentar la participación del niño en todas 
las actuaciones oficiales sobre los casos en que sean víctimas de desaparición forzada. El 
niño siempre tiene derecho a ser escuchado directamente y no solo por conducto de un 
representante o de un órgano apropiado, si ello redunda en su interés superior. Las 
comisiones de la verdad y los fiscales deben buscar a los niños afectados por desapariciones 
forzadas y velar por que participen en las actuaciones de una forma adaptada a la 
sensibilidad del niño, a su edad, a su género y a su nivel de madurez18. 

42. El respeto del principio de la participación del niño incluye la obligación de 
informar a este, de una manera en que el niño lo entienda, sobre la desaparición forzada de 
un familiar. Esto exige no solo que se informe al niño en su lengua materna, sino también 
que se le expliquen las circunstancias de la desaparición y las actuaciones judiciales de una 
manera que tenga en cuenta la edad, la madurez y el estado psicológico del niño. 

43. Los Estados han de designar a una persona que esté formada para ayudar al niño en 
todo el proceso judicial, con el fin de evitar todo riesgo de coacción, revictimización o 
victimización secundaria, de acuerdo con las Directrices de las Naciones Unidas sobre la 
justicia en asuntos concernientes a los niños víctimas y testigos de delitos19. El niño no 
estará obligado a testificar en procesos judiciales en contra de su voluntad o sin el 
conocimiento de sus padres, padres adoptivos o tutores, a menos que sus padres sean los 
presuntos responsables de la desaparición forzada, que el niño exprese preocupación por el 
hecho de que lo acompañen sus padres o su tutor, o que el tribunal estime que no redunda 
en el interés superior del niño el estar acompañado de sus padres o de su tutor. 

44. En los procedimientos judiciales relativos a una desaparición forzada se velará por la 
participación del niño, al tiempo que se minimiza la probabilidad de que se vulnere su 
derecho a la intimidad mediante la adopción de medidas tales como la autorización para 
que los niños hablen con los jueces y expresen sus opiniones en privado, los enlaces de 
vídeo para evitar el contacto entre los niños y los perpetradores o la utilización de 
dispositivos de distorsión de la voz y de la imagen para proteger a los niños. 

45. Los Estados deben desarrollar, apoyar y alentar la colaboración con la comunidad y 
con grupos de la sociedad civil, en particular las organizaciones dirigidas por niños. 

  
 17 Véase el informe conjunto sobre los mecanismos de asesoramiento, formulación de denuncias y 

presentación de información adaptados a la sensibilidad del niño, presentado por la Relatora Especial 
sobre la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de niños en la pornografía 
(A/HRC/16/56). 

 18 Véase la Observación general Nº 12 (2009), sobre el derecho del niño a ser escuchado, del Comité de 
los Derechos del Niño (CRC/C/GC/12). 

 19 Resolución 2005/20 del Consejo Económico y Social.  
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  Cooperación internacional 

46. Las desapariciones forzadas de niños pueden ser de alcance transnacional. Los 
Estados deben cooperar con otros Estados, sobre la base de la reciprocidad, en la búsqueda, 
identificación, localización y restitución de menores que hayan sido trasladados a otro 
Estado o retenidos en otro Estado como consecuencia de una desaparición forzada. Con tal 
fin, según lo dispuesto en el artículo 20 de la Declaración, los Estados concluirán, según 
proceda, acuerdos bilaterales y multilaterales. La inexistencia de tales acuerdos no debe ser 
un obstáculo para la cooperación entre los Estados. En particular, el Convenio de La Haya 
sobre los aspectos civiles de la sustracción internacional de menores y el Convenio de La 
Haya sobre la Cooperación en materia de Adopción Internacional constituyen un marco útil 
para abordar los problemas relacionados con los niños víctimas de la desaparición forzada 
que se conoce como "traslado ilícito" en el Convenio de La Haya sobre la sustracción de 
menores. Ambos convenios exigen que los Estados tengan autoridades centrales que 
cooperen entre sí en tales situaciones y que definan los procedimientos para el trámite de 
las reclamaciones relativas al traslado forzado de niños. El Grupo de Trabajo exhorta a los 
Estados a ratificar ambos convenios y a aplicarlos plenamente. 

  Ratificación universal de los tratados de derechos humanos 

47. La ratificación universal y la aplicación de la Convención Internacional para la 
protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas, de la Convención sobre 
los Derechos del Niño y de sus tres Protocolos facultativos, de los Convenios de La Haya 
pertinentes20 y de todos los instrumentos internacionales y regionales pertinentes 
contribuirán a la protección eficaz del niño contra las desapariciones forzadas. El Grupo de 
Trabajo alienta a los Estados a ratificar esos instrumentos. 

    

 

  
 20 Convenio sobre los aspectos civiles de la sustracción internacional de menores, de 25 de octubre 

de 1980, y el Convenio relativo a la Protección del Niño y a la Cooperación en materia de Adopción 
Internacional, de 29 de mayo de 1993. 


